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			INTRODUCCIÓN

			Este libro ofrece una diversidad de miradas a las transformaciones políticas que ha vivido México en años recientes. En efecto, el sistema político mexicano ha cambiado mucho en el transcurso de los últimos treinta años. Muchos analistas y ciudadanos siguen cuestionando la calidad de la democracia mexicana del siglo XXI, pero es indudable que, en algún momento de los últimos años del siglo XX, el régimen autoritario que se consolidó después de la Revolución se transformó en un régimen democrático. Esa transformación se dio lentamente en el marco de las instituciones políticas existentes y con la participación de actores políticos establecidos. Si bien en varios momentos la movilización de organizaciones sociales nuevas y antiguas obligó a acelerar el ritmo y extender el alcance de las reformas, las demandas expresadas por ellas han sido procesadas dentro del sistema político. El carácter gradual, negociado y adaptativo de las transformaciones al sistema político mexicano en años recientes aporta elementos interesantes para el estudio del cambio político.

			Como sucede en muchas ciencias sociales, la dimensión temporal es un elemento constitutivo importante del análisis político. Es uno de los parámetros que marcan el alcance y las fronteras de los fenómenos estudiados. En general cuando se busca explicar los procesos políticos se piensa en términos de inicio y de fin, de continuidad y de ruptura, así como de evolución y revolución. La dimensión temporal está estrechamente asociada a la idea de cambio en la ciencia política. La intensidad del cambio tiene que ver con su despliegue temporal. Los cambios importantes que se dan en periodos cortos suelen ser asimilados a una idea de ruptura mientras que los cambios que se producen en horizontes temporales más largos suelen ser más graduales. Desde una perspectiva analítica, la dimensión temporal tiende a ser asociada también al alcance de la explicación. Como ya lo ha observado Fernand Braudel, la extensión del periodo observado –larga duración, tiempo corto o coyuntura– tiene efectos pertinentes sobre la amplitud y profundidad de la explicación de los fenómenos.

			Los capítulos que conforman este libro analizan coyunturas específicas en el contexto de cambio político que ha vivido México en la segunda mitad del siglo XX e inicios del XXI. Se refieren a episodios de la democratización del sistema político nacional y tienen por objeto la explicación de pequeños procesos políticos que fueron parte de una transformación de mayor alcance. Si bien esos episodios fueron considerados de gran importancia en su época, ni siquiera califican para que se les califique como coyunturas críticas –es decir, momentos de inflexión del orden político–, tal como las definen los especialistas de la política comparada. Son más bien momentos ordinarios de un largo proceso cuyo estudio contribuye a arrojar luz sobre la naturaleza del cambio. Son también un testimonio del desafío al cual se enfrenta el politólogo cuando analiza la actualidad sin tener la certeza de conocer el desenlace del proceso estudiado. El análisis está marcado no solamente por la interpretación del pasado a la luz del presente sino también por la sombra del futuro.

			En este libro, el estudio de esos momentos parte de una concepción de la política como un proceso de intercambio e interacción entre actores. No es coincidencia que muchos de los episodios estudiados se refieran a negociaciones. Y si bien las negociaciones suponen la existencia de un marco más o menos formal, el esfuerzo de análisis va mucho más allá tratando de identificar la especificidad de las dinámicas a las cuales da lugar la interacción entre actores. Frecuentemente, esas dinámicas movilizan lógicas que operan en contextos valóricos muy diferentes –a veces se creería que surgen de momentos históricos diferentes para luego aglomerarse en un mismo tiempo presente– y se entremezclan en una creación sui generis que termina alimentando la convicción de que el modelo democrático es deficiente e imperfecto. En pocas palabras, estamos muy lejos de modelos de interacción política que operan solo en el plano geométrico uniforme de la acción de tipo racional-legal.

			En cada una de las coyunturas estudiadas se toma en cuenta la interpretación que los actores hacen del pasado, la conciencia de sus intereses en el momento presente y la evaluación que realizan de la correlación de fuerzas prevaleciente. Además se intenta poner en evidencia la manera en que esos actores conciben la proyección de sus decisiones y acciones en el futuro. En la elaboración de sus estrategias, ellos operan a partir de modelos ideales del orden político deseado. Por ello, se busca rastrear e identificar no sólo las nociones que sirven de base a la elaboración de sus estrategias sino también la evolución de esas nociones a lo largo de la historia. Por ejemplo, resulta revelador constatar la evolución en el tiempo del concepto de democracia que orienta la acción de los protagonistas en distintos episodios de la transformación del sistema político. La misma observación se aplica a la concepción de los instrumentos de su aplicación. Me refiero a los modelos de relaciones entre instituciones, de representación, de sistema de partidos, de federalismo, entre otros. Todos ellos llevan una carga valórica importante así como una dosis no despreciable de idealismo. La identificación y el análisis de esa dimensión subjetiva ayudan a dar sentido a la madeja de interacciones que caracterizan el proceso de cambio. Y también contribuyen frecuentemente a explicar el carácter barroco de las construcciones institucionales a las cuales dan lugar. Parte del desencanto existente con la estructura y el funcionamiento del sistema político mexicano actual es atribuible a la falta de correspondencia entre esos modelos ideales y la realidad o a la propia evolución en la concepción de esos modelos.

			Muchos capítulos que conforman el libro analizan aspectos peculiares de la negociación de reformas electorales. La cuestión electoral ha tenido un lugar central en la apertura del sistema político mexicano. Para muchos analistas, esa centralidad es la causa de las dificultades de consolidación del nuevo orden democrático en la medida en que refleja una concepción demasiado restringida de la democracia. Sin embargo, el estudio de las negociaciones de las reglas del juego electoral es fascinante desde la perspectiva del análisis de la interacción política: hay pocos momentos en que se negocian las reglas que van a regir la competencia entre actores. La misma realización de esas negociaciones supone, a pesar de la frecuente expresión de aprehensiones inmediatas, una cierta dosis de confianza entre protagonistas y en las instituciones en el marco de las cuales tienen lugar.

			Encontramos ahí un caso típico de estudio del diseño de instituciones. Hay un cierto número de actores en competencia que desde posiciones de poder asimétricas buscan acordar las normas que van a regir su competencia en el futuro. Cada uno de esos actores tiene una visión propia del régimen electoral ideal. Esa visión se apoya tanto en una concepción genuina del modelo deseable de democracia como en una evaluación pragmática de las normas más propicias a la realización de sus intereses. Después de todo, la negociación transcurre en un contexto de lucha por el poder. Como suele suceder en esos casos, las leyes resultantes suelen ser producto de un equilibrio entre las condiciones mínimamente aceptables para cada uno de los actores y por lo tanto, hay lugar para su perfeccionamiento. Además, es difícil prever el efecto de las reformas; es bien sabido que los procesos de diseño institucional causan efectos no deseados. La realidad no siempre se amolda a las normas, tampoco lo hacen las prácticas. Hay instrumentos de aplicación de los modelos de democracia o de régimen de competencia electoral ideal que prueban ser ineficientes ante culturas y prácticas consolidadas.

			Por lo tanto y a veces de manera sorprendente, el proceso de reformas –en el campo electoral como en otros campos de la vida pública– aparece como ilimitado: las reformas que en algún momento se percibían como si fueran definitivas se vuelven insuficientes o, por lo menos, se presentan sólo como otra etapa en un proceso mucho más largo. Ese carácter transitorio se debe a muchos factores, entre ellos: el alcance reducido de sus instrumentos de aplicación, la evolución de la concepción de la democracia y de sus elementos constitutivos (por ejemplo, la equidad, la transparencia, etc.) o sencillamente la falta de observancia de las nuevas normas. A menudo, la negociación de nuevas reglas del juego se vuelve un elemento más del juego político. Esa situación contribuye, a pesar de la creación de instituciones cada vez más complejas y de normas más exhaustivas, a que la desconfianza siga siendo uno de los motores de las reformas continuas.

			Esa dinámica alimenta dos fenómenos recurrentes en la política nacional: la burocratización de los órganos encargados de regular la vida pública y el desarrollo de un fetichismo de las normas. En efecto, la democratización del sistema político nacional ha llevado a la creación de una serie de entidades autónomas cuya misión consiste en regular la actividad –y frecuentemente, la competencia– en distintas esferas de actividad. El mandato exhaustivo de esas entidades les ha obligado a dotarse de importantes burocracias para poder vigilar en detalle las actividades en su esfera de competencia como lo muestra, por ejemplo, el crecimiento del Instituto Nacional Electoral en años recientes. Detrás de ese crecimiento está la convicción de que todas esas actividades requieren ser vigiladas desde fuera, lo que remite de nuevo al problema de la desconfianza entre actores.

			A lo largo del proceso de transformación del sistema político, la solución más inmediata y casi natural frente a la desconfianza ha sido la negociación de nuevas leyes para obligar a los actores políticos y sociales a adoptar prácticas democráticas. Si bien el recurso a la negociación legislativa para resolver conflictos (reales o potenciales) constituye una virtud del proceso de cambio en México, al mismo tiempo ha dado lugar a una especie de fetichismo de las normas. Ha llevado a que las principales fuerzas políticas confieran a las normas un poder casi mágico de modificación de los comportamientos, sin necesariamente sentirse obligadas a acatar esas mismas normas. Es un fenómeno que es observado recurrentemente en la esfera electoral y contribuye a explicar la persistencia de la desconfianza. Desde una perspectiva de análisis del cambio, esa paradoja plantea un problema muy interesante: ¿a partir de qué momento el cambio de las normas puede inducir un cambio de las prácticas? 

			En síntesis, este libro propone un seguimiento de la política en devenir en una perspectiva de transformación del sistema político. Parte de la idea de que el cambio se puede observar a partir del estudio de la interacción política en espacios acotados y en coyunturas específicas. La noción de interacción como fundamento de la actividad política hace énfasis en la existencia de actores que elaboran estrategias para defender sus intereses con todas las imperfecciones que supone el proceso. El andamiaje del sistema político (o de algunas de sus instituciones) pude ser explicado a partir de la convergencia de esas estrategias.

			La primera parte del libro reúne estudios sobre las instituciones y las reformas electorales en México. El primer capítulo trata de la reforma política de 1977. De las cuatro grandes reformas electorales que se aprobaron durante el periodo de dominio del PRI, la de 1977 aparece como la que dio pie al sistema de representación actual en México con la adopción de una fórmula electoral mixta, con la integración del abanico completo de fuerzas políticas de la derecha hasta la izquierda en las instituciones legislativas y, sobre todo, con la elaboración de un modelo de gobernanza electoral y un sistema de partidos en los cuales el Estado asume un papel central. Busco ofrecer una interpretación de largo alcance de ese proceso, más allá de la dicotomía entre autoritarismo y democracia, resaltando la centralidad del Estado como elemento de continuidad.

			El segundo capítulo del libro se refiere a cuatro reformas electorales del periodo en el cual el Partido Revolucionario Institucional (PRI) mantuvo su hegemonía sobre el sistema de partido. Inicia con la reforma fundamental de 1946 y termina con la de 1986. En esencia, todas esas reformas comparten el difícil propósito de alentar la participación de algunos partidos de oposición sin que el PRI perdiera su dominio. Más allá del análisis de las negociaciones que llevaron a la adopción de las reformas, mi interés residía fundamentalmente en reconstruir las negociaciones entre protagonistas a través de los debate legislativos consignados en el Diario de los Debates. Me interesaba resaltar los argumentos de los legisladores y, mediante la reconstrucción de los debates, rastrear la evolución de las nociones de democracia, de representación y de sistema de partidos. El ejercicio resultó muy interesante en la medida en que sigue contribuyendo a explicar, por ejemplo, la concepción de lo que sería el sistema de partidos ideal.

			El tercer capítulo analiza las reformas electorales del sexenio del presidente Carlos Salinas de Gortari, de 1989 a 1994. Si bien hubo que esperar al sexenio siguiente para que una nueva legislación electoral (1996) permitiera la consolidación de condiciones propias a una poliarquía, el periodo es fascinante por la sucesión rápida de reformas y la manera en que éstas se transformaron en un campo más de la competencia política. Durante ese momento, se instauró un ciclo elección/reforma/elección/reforma-reforma/elección, que muestra el estrecho vínculo entre la competencia política y la negociación de las reglas de competencia.

			El cuarto capítulo aborda un aspecto más informal de las negociaciones electorales durante el sexenio del presidente Salinas, asociado a las protestas postelectorales en los estados, es decir, lo que se conoció en su momento como “concertacesiones”. Por la vía de la comparación de casos, trato de identificar un patrón de desarrollo de esas negociaciones. Desde luego, el capítulo trata también del carácter heterogéneo del proceso de transformación democrática en el territorio nacional a la luz del federalismo.

			El quinto capítulo se concentra en el estudio del proceso de construcción del Instituto Federal Electoral desde una perspectiva de diseño institucional. Mediante la identificación de seis grandes campos temáticos, se reconstruye el proceso de negociación que dio lugar a la consolidación de un órgano electoral autónomo. Desde luego, el análisis otorga un lugar importante a la reforma electoral de 1996, que en su momento podía ser considerada como la primera que había sido producto de un acuerdo (por lo menos implícito) entre los tres principales partidos políticos.

			La segunda parte del libro agrupa estudios sobre los partidos, el sistema de partidos y los procesos políticos en México. Cuando al inicio de esta introducción me refería a los instrumentos de aplicación de los modelos ideales de democracia en los cuales se basan los actores para elaborar sus estrategias y proyectar sus decisiones y acciones en el futuro, tenía en mente arreglos políticos, como el federalismo y el sistema de partidos, u organizaciones como los propios partidos políticos. Desde mi perspectiva, parte del desencanto expresado por la ciudadanía hacia el sistema democrático está asociado a la brecha que existe entre los modelos ideales y las formas reales que asumen esos instrumentos de la democracia.

			El sexto capítulo trata el tema de los procesos políticos en el federalismo mexicano desde la perspectiva de la articulación de los intereses. Las transformaciones por las cuales atravesó el régimen político nacional significaron también una reactivación del pacto federal. Sin embargo, más allá de lo que estipula el marco constitucional y de los imperativos de la lucha política en las diversas instancias territoriales, no queda muy claro el tipo de modelo federal que orienta la acción de los protagonistas del cambio. Llama la atención la relativa falta de estudios sobre los procesos que atraviesan por los distintos niveles geográficos del sistema político. El análisis trata de resaltar la manera en que los grupos buscan tener acceso a los centros de toma de decisión distribuidos a lo largo del sistema federal, así como la peculiar articulación de lógicas muy diferenciadas de acción política. Tal como se puede constatar todavía ahora, la distribución territorial del cambio democrático responde a ritmos muy distintos.

			El séptimo capítulo representa un esfuerzo de caracterización del modelo de organización de cada uno de los tres principales partidos políticos mexicanos. Más allá, del esfuerzo taxonómico comparativo, intento establecer una relación entre la manera en que esos partidos están organizados y sus estrategias de mediación con el electorado y la sociedad en general. El tema no deja de ser interesante considerando la percepción negativa que la ciudadanía expresa hacia los aparatos partidistas.

			El octavo capítulo está dedicado al estudio del proceso de institucionalización del más reciente de los tres grandes partidos políticos nacionales, el Partido de la Revolución Democrática (PRD), a la luz del debate teórico sobre la aplicación del concepto de institucionalización al estudio de las organizaciones partidistas. Más allá del interés que tengo por la reconstitución de la dinámica interna de una organización en perpetua consolidación, el análisis fue motivado por la voluntad de explicar la brecha entre la concepción ideal de un partido moderno de izquierda y sus formas reales de existencia. Me parece que es otra manifestación de la distancia entre la concepción de modelos ideales de la democracia y sus expresiones concretas. Desde luego, el recurso frecuente a mecanismos informales para la resolución de los conflictos en el seno del PRD no deja de ser un tema de estudio atractivo.

			El noveno capítulo es de corte más coyuntural. Evalúa el impacto de los resultados de las elecciones presidenciales de 2006 sobre el sistema de partidos y la vida interna de cada uno de los tres principales partidos. Más allá de la ilusión de una polarización entre la derecha y la izquierda provocada por el aparente derrumbe del PRI, se perfile un sistema de partidos que se sigue apoyando en tres partidos principales. Esa conformación del sistema de partidos es un reflejo de la concepción misma de representación política moderna que sirvió de base a la ley electoral de 1946 y que se ha mantenido al filo de las numerosas reformas que se realizaron después.

			Finalmente, el décimo capítulo retoma una discusión actual sobre las formas de representación y de toma de decisiones en las democracias contemporáneas a partir del concepto de gobernanza. Según los teóricos de la gobernanza, el estado contemporáneo busca movilizar los intereses a partir de la creación de redes de instituciones y actores que provienen tanto del gobierno como de la sociedad para buscar soluciones a los problemas económicos y sociales. En esa nueva relación entre Estado y sociedad, la función del gobierno se limita a la coordinación de esas redes dando lugar a nuevos procesos políticos y a una nueva distribución de las responsabilidades. En este capítulo examino los intentos de implantación de esa nueva forma de intermediación en México y su relación con la consolidación de formas más tradicionales de representación política.

			Espero que esta serie de acercamientos al tema del cambio y de las interacciones políticas ayude al lector a tener una percepción más matizada de las transformaciones que han marcado al sistema político mexicano a finales del siglo XX y a principios del siglo XXI. Esas aproximaciones pretender ofrecer desde distintos ángulos una luz distinta al complejo tema de la democratización de la vida pública nacional.  

			Jean-François Prud’homme

		

	
		
			
			INSTITUCIONES Y REFORMAS ELECTORALES EN MÉXICO

		

	
		
			
			1. EL ESTADO Y LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA: LAS REFORMAS ELECTORALES DE 1977[1]

			Las reformas constitucional y legal efectuadas al marco institucional que regía la vida electoral y la constitución de organizaciones políticas durante el primer año del gobierno del presidente López Portillo marcaron un punto de inflexión en la consolidación del sistema político mexicano moderno. Algunos estudiosos de la política mexicana ven en ellas la culminación de una obra de ingeniería institucional emprendida más de 30 años antes, que garantizaba el predominio incontestado de un partido político en el poder, el Partido Revolucionario Institucional (PRI), a la vez que permitía la participación en la vida institucional de una diversidad de fuerzas políticas minoritarias de oposición cuyo crecimiento podía ser monitoreado y controlado por el gobierno. Otros prefieren resaltar en esas reformas el origen del régimen electoral y del sistema de partidos contemporáneos tanto por los temas que pusieron en la agenda del dinámico proceso de reformas electorales que caracterizó la vida política nacional de los 20 años siguientes, como por el sello que dejaron sobre el modelo de representación política nacional. Ambas perspectivas contienen una parte de verdad.

			Si hay algo que caracteriza al proceso de constitución de un régimen democrático en México es el papel central que en él tuvo el Estado.[2] Desde el poder, el gobierno utilizó las herramientas a su disposición para controlar y canalizar las actividades de los distintos sectores de la sociedad, a la vez que la mayoría de las fuerzas de oposición buscaron en ese mismo Estado garantías para ejercer sus actividades en el marco de la legalidad. Las organizaciones involucradas en ese proceso tenían objetivos primarios distintos, pero curiosamente compartían un mismo referente institucional. Las reformas políticas de 1977 muestran mejor que cualquier otra iniciativa similar la centralidad que tuvo el Estado en la conformación de un modelo de representación plural en México. Esos orígenes permiten entender la especificidad y, a veces, algunas deficiencias de nuestra vida democrática contemporánea. Dichas reformas consolidaron los rasgos esenciales del modelo de gobernanza electoral y del sistema de partidos que conocemos ahora e impusieron los parámetros para las posteriores negociaciones en torno a las reglas de la competencia electoral. A más de 40 años de la aprobación de la reforma constitucional que permitió la elaboración de la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LOPPE), la distancia que da el paso del tiempo permite apreciar mejor los efectos del proceso que fue conocido como la “reforma política”.[3] En este capítulo busco ofrecer una interpretación de largo alcance de dicho proceso, rebasando los límites de la dicotomía entre el autoritarismo y la democracia. Prefiero proponer una especie de genealogía de la constitución de las instituciones políticas democráticas en el país con el propósito de entender mejor su funcionamiento actual.

			Este capítulo está organizado en cuatro secciones. La primera da cuenta del contexto político de México en los años que antecedieron a la reforma. La segunda presenta los elementos esenciales de la reforma constitucional y de la reforma a la Ley Federal Electoral existente. En la tercera sección analizo la posición de los principales actores políticos frente a la reforma política. Por último, en la cuarta sección evalúo los efectos inmediatos y estructurales de esos cambios a la legislación electoral.

			
			EL CONTEXTO POLÍTICO

			A finales de la década de 1960, el régimen de la posrevolución fue víctima de su propio éxito. El crecimiento económico acelerado y sostenido de los años de la posguerra, base de lo que fue conocido como “el milagro mexicano”, favoreció la eclosión de una sociedad más compleja, diversa y apoyada en una clase media cada vez más extensa. De 1961 a 1976, la economía creció a un ritmo promedio de 6.28% anual. La industria y los servicios constituían sus sectores más dinámicos, mientras que la agricultura, que seguía empleando a 42% de la población económicamente activa en 1970, presentaba señales de atonía. Ese mismo año, 47% de la población vivía en las ciudades contra una proporción de 28% en 1950. La sociedad mexicana era cada vez más urbana e industrial, aunque seguía existiendo una fuerte presión demográfica en el campo que entraba en un ciclo de decadencia productiva.[4]

			Dicha sociedad se reconocía menos en los arreglos corporativistas que habían permitido la incorporación formal de las masas al sistema político mexicano. Algunos sectores sociales esgrimían demandas que no solamente parecían poco compatibles con los arreglos políticos autoritarios que habían permitido la consolidación de las instituciones posrevolucionarias, sino que cuestionaban los fundamentos de dichos arreglos, como lo mostró el movimiento estudiantil de 1968.

			A pesar del vigor de la economía, el acelerado ritmo de crecimiento de la población imponía fuertes presiones sobre la repartición del ingreso y alimentaba una diversidad de demandas sociales para las cuales el Estado tenía una limitada capacidad de respuesta por la relativa estrechez de sus recursos económicos. El primer lustro de la década de 1970 fue testigo de la movilización de diversos sectores sociales (empresarios, sindicatos y campesinos) que competían los unos con los otros y buscaban la mediación de un Estado que, algunas veces, desempeñaba un papel de árbitro de la contienda y, otras, asumía un rol más protagónico.

			La elección de Luis Echeverría a la Presidencia de la República en 1970 se dio en medio de las secuelas de la represión del movimiento estudiantil de 1968. Se supone que su designación como candidato del PRI por el presidente Díaz Ordaz fue atribuible a la garantía de continuidad y firmeza que él representaba frente a las movilizaciones sociales. Sin embargo, desde su campaña electoral, este candidato mandó señales en sentido opuesto. El famoso minuto de silencio que propuso en memoria de las víctimas de represión estudiantil fue interpretado como una clara expresión de ruptura y hasta de condena a la política de su predecesor. Al inicio de su sexenio, Luis Echeverría ofreció a la izquierda y a las clases medias una “apertura política” que consistió fundamentalmente en una amnistía para los presos políticos, un acercamiento con los líderes estudiantiles y la implantación de varias políticas destinadas a reducir las tensiones sociales. Como bien lo sintetiza Luis Medina:

			[…] desde el inicio del nuevo régimen se puso en marcha una estrategia diferente para evitar la aparición de un movimiento similar [al movimiento estudiantil] y encauzar el descontento prevaleciente, compuesto por una reconciliación con las clases medias, sobre todo con su fracción académica e intelectual, y por un reparto de ingresos hacia abajo que fue bautizado como desarrollo compartido.[5]

			Sin embargo, el recurso a las políticas públicas como instrumento directo de articulación y agregación de intereses obligó al gobierno a realizar una difícil labor de equilibrismo entre los distintos grupos sociales. El establecimiento de políticas favorables a ciertos grupos suscitaba reacciones y movilizaciones por parte de otros grupos que percibían que sus intereses eran afectados por las nuevas políticas. Como bien lo subrayan Rodríguez Kuri y González Mello:

			Si algo caracterizó la presidencia de Luis Echeverría es que estuvo jaloneada desde abajo y desde afuera del sistema corporativo por grandes actores colectivos (obreros, campesinos, estudiantes y empresarios) y con intensidad extraordinaria. Más aún, la sensación de acechanza y peligro para la estabilidad política del gobierno y la sociedad estaba fundada en procesos objetivos de gran envergadura: muy alto crecimiento de la población con sus presiones correlativas al sistema de salud, educativo, y al empleo propiamente dicho; rendimientos decrecientes del modelo económico, distribución inequitativa del ingreso y un desarrollo regional desequilibrado.[6]

			Así, la promesa de “apertura democrática” en el mundo sindical constituyó un aliciente para la organización de sindicatos independientes, lo que provocó una fuerte reacción en el mundo del sindicalismo oficial. Las centrales sindicales oficiales respondieron movilizándose en apoyo al régimen, que les dio a cambio importantes beneficios en materia de políticas públicas a la vez que frenaba el proceso de apertura de la vida gremial. En ciertas regiones del país, la presión demográfica contribuyó a reactivar la lucha por la distribución de las tierras. En la segunda mitad del sexenio, las medidas adoptadas para favorecer a los obreros y a los campesinos tuvieron por efecto suscitar la oposición de los empresarios mediante una serie de enfrentamientos puntuales con el gobierno. Dichos enfrentamientos fueron in crescendo hasta el fin del sexenio.[7] Paralelamente, hacia 1970 existían más de 15 grupos clandestinos que reivindicaban la lucha armada como medio de promoción del cambio social. En el campo, muchos de esos grupos provenían de los movimientos de la guerrilla rural de los años sesenta. En el ámbito urbano, las agrupaciones tenían su origen en el activismo estudiantil vinculado a organizaciones políticas radicales o a grupos de jóvenes católicos con fuertes convicciones sociales. Durante todo el sexenio, el Estado mexicano aplicó una dura política de represión hacia esos grupos.[8]

			La promesa de “apertura política” del Presidente encontró restricciones en los límites del sistema de representación establecido. La reforma electoral de 1973 constituyó una decepción para los sectores que esperaban una ampliación de los canales de participación política. No solamente la reforma vino a confirmar la configuración del sistema de partidos consolidada en 1964, sin incrementar el número de partidos habilitados para participar en las elecciones, sino que dio la impresión de estar destinada a fortalecer a los dos de oposición que mantenían fuertes vínculos con el gobierno: el Partido Popular Socialista (PPS) y el Partido Auténtico de la Revolución Mexicana (PARM), y que hasta ese momento habían experimentado dificultades para conseguir el caudal de votos suficientes para tener derecho a la representación en el Congreso.[9] Así, en el plano electoral, el gobierno mantenía cerrados los canales de acceso a la representación política para las organizaciones de izquierda y derecha que no tenían registro de partido nacional y enviaba señales antagónicas al único partido de oposición autónomo, el Partido Acción Nacional (PAN). Esta miopía estratégica tuvo por efecto incrementar la presión directa sobre el Estado y su representante, el Presidente de la República. En síntesis: “Los fortísimos niveles de conflicto político en la sociedad mexicana no encontraban correspondencia en el diseño y funcionamiento de las instituciones concebidas precisamente para dirimirlos, es decir, las elecciones y la constitución de la representación política nacional.”[10]

			Esa falta de correspondencia entre las instituciones electorales y la configuración real de los intereses políticos no dejaba de llamar la atención por el papel que aquéllas habían asumido tradicionalmente en la legitimación del peculiar sistema autoritario que se consolidó paulatinamente en las décadas posteriores a la Revolución. En esencia, el sistema de partidos mantenía la apariencia de que había competencia entre un número plural de fuerzas políticas, a la vez que garantizaba el predominio absoluto del PRI y la capacidad gubernamental de monitorear y controlar la cantidad y el tamaño de los partidos de oposición. El modelo de representación así constituido cumplía funciones de legitimación del régimen y de canalización institucional de las demandas de algunos sectores que no encontraban cabida en el partido oficial. Desde luego, el carácter semicompetitivo del sistema provocaba crisis recurrentes en los partidos de oposición, cuando no encontraban alicientes para seguir participando en contiendas electorales que restringían considerablemente sus posibilidades no sólo de crecimiento sino también de acceso a la representación política. Cuando se presentaban esas circunstancias de atonía en esos partidos, se imponía la necesidad de aportar reformas a la legislación electoral para oxigenar el sistema, sin necesariamente modificar su esencia. El éxito y la longevidad del sistema se explican en parte por la capacidad de la clase política mexicana de realizar ajustes a su funcionamiento en el momento oportuno.

			Para entender mejor la especificidad del sistema de partidos mexicano moderno, así como el modelo de gobernanza electoral nacional es esencial remontar a la promulgación de la Ley Federal Electoral de 1946.[11] Esa ley estableció las bases a partir de las cuales, de reforma en reforma y en medio de confrontaciones entre fuerzas  políticas opuestas, se fue configurando un modelo particular de representación política. Muchos de los conceptos que definen las formas y los canales de la representación política en México encuentran sus orígenes en esa ley. En ella se estableció el papel central del Estado en la conformación de la representación política nacional y se hizo de los partidos el referente jurídico de las leyes y los ordenamientos que norman la participación y representación políticas.

			El papel central del Estado en la conformación de la representación política se puede apreciar en las nuevas funciones asumidas por el Poder Ejecutivo federal en la preparación, organización y desarrollo de las elecciones por medio de la recién creada Comisión Federal de Vigilancia Electoral, cuya integración suponía la coparticipación del gobierno y de los partidos con registro oficial, pero que en realidad, por su composición numérica y su realidad administrativa, dependía virtualmente de la Secretaría de Gobernación. Si bien la exposición de motivos de la iniciativa presidencial exponía un modelo de institucionalización que preveía la participación de los partidos y del Estado, en realidad quedaba claro que los procesos electorales pasaban bajo la tutela de ese último:

			[…] es en alto grado conveniente que la participación de éstos [los partidos políticos] en la función electoral se amplíe más y más cada día. Y ya que no es posible tampoco prescindir de la participación que el Estado debe tener en las elecciones, urge poner los medios adecuados para hacer insospechable su intervención de vigilancia y de garantía.[12]

			La autoridad electoral se centralizaba en manos del Poder Ejecutivo Federal, a diferencia de lo estipulado por la ley anterior de 1918, que confiaba esa responsabilidad a las autoridades municipales. Esa modificación se inscribía en la tendencia de fortalecimiento de la autoridad del Estado mediante la creación de sólidas instituciones políticas federales. Además, la misma exposición de motivos hacía referencia al papel complementario de los tres poderes constitucionales en el proceso electoral, en el que el Ejecutivo asumía la función administrativa; el Legislativo, las funciones de calificación, cómputo y declaración de resultados, y el Judicial, la función de revisión. Así, el ciclo electoral completo pasaba bajo la jurisdicción del Estado federal. Esos cambios legislativos tendrán repercusiones de gran importancia sobre la concepción de la función electoral en el país y la evolución posterior del derecho electoral. Veremos más adelante cómo las reformas electorales de 1977 consagraron legalmente el lugar central del Estado en la expresión y representación política.

			La ley electoral de 1946 estableció también la asociación jurídica entre representación política y organizaciones políticas legalmente reconocidas por el gobierno. La ley anterior de 1918 permitía la existencia de candidaturas tanto partidistas como independientes. Los requisitos para la participación de los partidos en las elecciones eran mínimos: haber sido fundados por una asamblea de 100 ciudadanos; haber elegido a una junta directiva; haber aprobado y dado a conocer un programa político y de gobierno; no llevar nombre o denominación religiosa; publicar por lo menos ocho ejemplares de un periódico de propaganda en los dos meses anteriores a las elecciones; registrar a sus candidatos en los plazos previstos por la ley, y nombrar a representantes en las municipalidades en los tiempos previstos por ésta. Esas disposiciones hacían muy fácil crear un partido político para participar en elecciones, y la ley no alentaba la existencia de organizaciones partidistas estables y sólidamente constituidas, pues permitía también la existencia de candidaturas independientes que tenían que satisfacer una serie de requisitos bastante laxos.[13]

			En cambio, la ley de 1946 limitó la presentación de candidaturas a los partidos políticos, haciendo desaparecer la posibilidad de las candidaturas independientes y obligó a esas organizaciones a solicitar su registro ante la Secretaría de Gobernación y a satisfacer requisitos más estrictos para conseguirlo, uno de los cuales era la necesidad de contar con 30 000 miembros distribuidos en por lo menos dos terceras partes de los estados. De esta manera, las organizaciones partidistas se volvían el único vehículo de la representación política. Su reconocimiento estaba sometido a la satisfacción de una serie de requisitos cuya aprobación dependía del gobierno que, si bien admitía la existencia de partidos de oposición, daba los instrumentos para controlar su naturaleza y tamaño. Esas disposiciones tenían también el efecto de otorgar una dimensión nacional al sistema de partidos, aun si, como se verá más adelante, esa provisión de la ley operó más como artificio de exclusión para negar el registro a ciertas fuerzas políticas que como aliciente a la consolidación de organizaciones con implantación en el conjunto del territorio nacional.

			Muchos politólogos identifican estas disposiciones legales, a las cuales hay que agregar la prohibición de reelección consecutiva para los legisladores, como la base del dispositivo que permitió la consolidación de la hegemonía del PRI que perduró hasta finales de la década de 1980.[14] Con ellas, el partido oficial se aseguraba de ganar las elecciones por un amplio margen, a la vez que permitía un cierto nivel de competencia controlada y controlable y garantizaba la presencia de partidos de oposición, así como una imagen de pluralismo, aunque fuera limitado. La necesidad de satisfacer una serie de requisitos para conseguir el registro como partido creaba un vínculo de obligación de las dirigencias partidistas frente al gobierno.

			Aquí, más allá del uso que dio el gobierno a dichas disposiciones, es imprescindible destacar la concepción subyacente del papel futuro de los partidos en la vida política institucionalizada. Cabe subrayar que en la exposición de motivos de la iniciativa presidencial se justificaba la reglamentación de la vida partidista de la siguiente manera: “Al reglamentar la existencia y actuación de los partidos políticos se ha propuesto que éstos, en lugar de ser centros ocasionales de inquietud y agitación estéril, sean verdaderas instituciones de educación política de nuestro pueblo.[15] Llama la atención que, a lo largo del debate legislativo sobre la iniciativa de ley, los diputados del PRI que apoyaron la postura del Poder Ejecutivo asociaban la noción de partido a ideas de estabilidad, institucionalidad y educación del pueblo en una democracia incipiente. Los partidos imaginados por los diputados y el Poder Ejecutivo se ubicaban más cerca del Estado que de la sociedad y su concepción tenía poco que ver con la realidad de los intereses organizados nacionales de la época. Sin embargo, prevalecía la idea de que algún día, cuando los valores democráticos hubieran madurado en la sociedad, esos partidos desarrollarían plenamente su vocación de canales de participación democrática: esa percepción quedó profundamente anclada en la imaginación de los legisladores y se manifestó cada vez que se presentó la necesidad de reformar la ley electoral y oxigenar un modelo de representación que proveía pocos alicientes para la participación de los partidos de oposición aceptados por el gobierno. Como veremos, los mismos argumentos serán utilizados en el momento de apoyar las iniciativas presidenciales de reforma a la Constitución y a la Ley Federal Electoral.

			En síntesis, la Ley Federal Electoral de 1946 estableció dos principios fundamentales que se fueron reforzando con la aprobación de reformas electorales posteriores: el Estado ocupaba el lugar central en la organización de la representación política y los partidos reconocidos eran los únicos vehículos que permitían el acceso a dicha representación. Estos principios serán confirmados y reforzados en la reforma electoral de 1963.

			A principios de la década de 1960, ante una fuerte crisis en el seno del PAN, sometido a presiones internas para dejar de participar en elecciones inequitativas que no garantizaban sus triunfos, y la debilidad crónica de los otros dos partidos de oposición, que no alcanzaban a ganar siquiera elecciones distritales por la vía mayoritaria, se negoció una reforma que propició una mayor representación de los partidos de oposición. Para ello se creó la figura de los “diputados de partido”, que permitía a la oposición incrementar su número de congresistas en función del porcentaje de votos conseguidos a nivel nacional en las elecciones legislativas. Esa innovación sui generis a los regímenes electorales existentes preveía que se podrían otorgar hasta 60 curules adicionales en la Cámara de Diputados para los partidos que obtuvieran 2.5% de los votos a nivel nacional y que no tuvieran 20 diputados de mayoría. Conseguir el umbral de votos requeridos daba derecho a cinco curules y cada 0.5% adicional permitía agregar una curul hasta un máximo de 20 diputados por partido de oposición.[16]

			Al revisar los argumentos utilizados para justificar la reforma constitucional que precedió a la electoral, llama la atención la manera en que el Poder Ejecutivo vinculó en la exposición de motivos el concepto de partidos a una idea de participación política ordenada, estable y responsable: “Para consolidar la estabilidad orgánica de que México disfruta será un factor importante la mejor canalización, por cauces legales, de las fuerzas cívicas, en particular las minoritarias y muy principalmente las que, estando agrupadas en partidos políticos nacionales, actúan orgánicamente y no en forma dispersa, cuando no anárquica.”[17] Ahora, el otorgamiento de un mayor derecho de representación estaba acompañado por obligaciones que contraían los partidos minoritarios hacia el sistema. Dichas obligaciones se expresaban en la noción de corresponsabilidad, idea que será reiterada en las reformas de 1977. Como bien lo expresó en su momento el diputado Jesús Reyes Heroles: “un gobierno representativo se dispone a compartir la responsabilidad gubernamental con quienes representan a las minorías. Los partidos de oposición tendrán la oportunidad de ser corresponsales en la función de gobierno”.[18] 

			La reforma fortalecía en la práctica la idea de que los partidos políticos eran el único vehículo de acceso a la representación política y el sujeto fundamental de la legislación electoral. Por primera vez, según lo observado por algunos diputados de oposición, estaban incluidos en el texto constitucional, lo que equivalía a su reconocimiento por parte del Estado, el cual asumía, con esta reforma, obligaciones en la representación política de las minorías, a la vez que éstas se volvían corresponsables en la gestión de los asuntos públicos. De hecho, para garantizar el funcionamiento eficiente del sistema, se introducía en la ley disposiciones que castigaban con la pérdida de registro a los partidos que instruían a sus diputados electos a no asumir su cargo, como había sucedido en 1958 con Acción Nacional. La reforma de 1964 asentó principios y modalidades en cuanto a la representación política, en cuanto al papel del Estado y al rol de los partidos políticos que serán reafirmados en las reformas de 1977.

			Antes de pasar al estudio de esas reformas, cabe hacer una breve evaluación del impacto de la reforma de 1963 sobre el funcionamiento del sistema de partidos. Entre sus efectos positivos, se pueden incluir su aceptación por el liderazgo del conjunto de los partidos políticos reconocidos oficialmente, la introducción en la Constitución del concepto de partido político y la producción de alicientes para dinamizar las actividades de los partidos de oposición. De 1964 a 1973 éstos consiguieron 100 curules en la Cámara de Diputados, número cinco veces superior a lo que habían conseguido de 1955 a 1963,[19] y se incrementó también su presencia regional en las elecciones y, consecuentemente, el nivel de competitividad del sistema de partidos: desaparecieron los distritos con un solo candidato y se registró un promedio de 3.6 candidatos por distrito.[20] 

			Sin embargo, el sistema de partidos que se consolidó con la reforma de 1963 presentaba una gran rigidez y serias deficiencias. Primero, confirmaba la configuración partidista oficialmente reconocida desde la década de 1950, pero sin incorporar otras fuerzas políticas. Durante el periodo de 1963 a 1976 no se otorgó el registro a ningún partido nuevo. De hecho, se canceló el registro del Partido Nacionalista Mexicano (PNM) y se negó el registro al Frente Electoral del Pueblo (FEP). En realidad, el mismo dispositivo de asignación de curules a los diputados de partido estaba pensado para un número restringido de partidos de oposición, pues si se incrementaba el número de éstos sin aumentar el número de distritos uninominales, la mayoría del PRI estaría amenazada. Segundo, el pobre desempeño electoral del PPS y del PARM, que no lograron conseguir el umbral de 2.5% de los votos para tener derecho a diputados en la mayoría de las elecciones legislativas, obligó al Colegio Electoral a violar la ley para atribuirles diputados: en 1964 y 1970 para el PPS; y 1964, 1967 y 1970 para el PARM. Tercero, el sistema apuntaba a una subrepresentación del PAN cuyas curules en la elección de 1970, a título de ejemplo, “costaban” más de 94 000 votos contra 18 000 para las del PPS y 22 000 para las del PARM.[21]

			La tibia reforma electoral emprendida por el gobierno del presidente Echeverría en 1973 no sólo mantuvo los principios del sistema de representación partidista asentados en la reforma anterior, sino que pareció destinada a facilitar el acceso de los partidos de oposición cercanos al PRI, es decir, el PPS y el PARM, a la representación en la Cámara de Diputados y a castigar al PAN. Sus efectos directos e indirectos sobre las elecciones presidenciales y legislativas de 1976 fueron adversos al vulnerar todavía más la precaria legitimidad de las instituciones de representación política.

			En esas elecciones, el candidato del PRI, José López Portillo, venció con cerca de 88% de los votos y con una respetable tasa de participación de 68% de los electores empadronados. Sin embargo, se trataba de una victoria pírrica: López Portillo había sido candidato único a la Presidencia. Presa de una fuerte crisis interna que oponía abstencionistas y participacionistas, el PAN no postuló candidato a la Presidencia de la República. El PPS y el PARM, siguiendo una tradición iniciada en 1958, apoyaron al candidato presidencial del PRI. En cuanto a las demás organizaciones políticas, principalmente de izquierda, su carencia de registro les impedía participar en las elecciones. De hecho, el Partido Comunista Mexicano (PCM) postuló simbólicamente la candidatura de Valentín Campa a manera de protesta contra el autoritarismo del régimen, pero al carecer de registro ese partido, su votación no valía para efectos de cómputo electoral y de reconocimiento legal. Desde su propia lógica, el régimen se encontraba ante un doble problema: primero, el sistema de partidos no lograba cumplir con su función tan buscada de canalización institucional ordenada y estable de sus intereses y, principalmente, de los de los grupos políticos “minoritarios”; luego, la candidatura presidencial única atentaba contra años de esfuerzos de legitimación de la hegemonía del PRI mediante la consolidación de un sistema de representación de pluralismo limitado.

			LAS REFORMAS DE 1977

			Al iniciar su periodo de gobierno, José López Portillo hizo de la reforma política una de sus prioridades. Los historiadores contemporáneos marcan el inicio del proceso de ésta a partir de un discurso pronunciado por el secretario de Gobernación, Jesús Reyes  Heroles, en Chilpancingo, el 1 de abril de 1977. En ese discurso, afirmaba que:

			[…] el Presidente López Portillo está empeñado en que el Estado ensanche las posibilidades de la representación política, de tal manera que se pueda captar en los órganos de representación el complicado mosaico ideológico nacional de una corriente mayoritaria, y pequeñas corrientes que, difiriendo en mucho de la mayoritaria, forman parte de la nación […]  Quiere esto decir que el gobierno de México sabrá introducir reformas políticas que faciliten la unidad democrática del pueblo, abarcando la pluralidad de ideas e intereses que lo configuran.[22]

			De hecho, el día 14 del mismo mes, el Presidente de la República enviaba una comunicación al secretario de Gobernación en la que convocaba a sesiones extraordinarias de la Comisión Federal Electoral para que asociaciones políticas, instituciones académicas y ciudadanos en general pudieran presentar sus puntos de vista a fin de que él pudiera llevar adelante “la reforma política necesaria para ampliar las posibilidades de representación nacional y garantizar, asimismo, la manifestación plural de las ideas e intereses que concurren en el país”.[23]

			Se realizaron 12 audiencias públicas del 28 de abril al 21 de junio de 1977. En las audiencias participaron 15 organizaciones políticas, dos agrupaciones gremiales, un instituto de investigaciones y 26 ciudadanos. Un grupo de trabajo de la Comisión Federal Electoral fue encargado de presentar la relatoría de las audiencias. Cabe resaltar el carácter novedoso de ese tipo de consulta amplia y semiabierta para llevar a cabo reformas legislativas. El 9 de octubre de 1977 fue presentada al Congreso la iniciativa de reforma constitucional que abría la vía a la sustitución de la Ley Federal Electoral por la nueva Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LOPPE). La primera se aprobó el 6 de diciembre de ese mismo año, y la segunda el 28 de diciembre de 1977.

			La iniciativa de reforma que modificaba 17 artículos de la Constitución hacía de los partidos políticos entidades de “interés público” y se les confería un carácter “nacional”. Esas disposiciones confirmaban la concepción de los partidos esbozada en la ley de 1946 y reforzada en la de 1963. Se facilitaba el acceso a la arena electoral al introducir una segunda vía de acceso al registro partidista por la modalidad del registro “condicionado” a la obtención de 1.5% de los votos en la próxima elección. Asimismo, los reconocidos como partidos nacionales y con registro adquirían el derecho de participar en elecciones locales. La reforma constitucional les garantizaba algunas prerrogativas, por ejemplo, el acceso a los medios de comunicación y el derecho a contar con “elementos” para poder llevar a cabo sus actividades. De esta manera se consolidaba la relación entre el Estado y los partidos y se abría el camino para la creación, 20 años después, de un generoso sistema de subsidios públicos a los institutos políticos. Por ello, para muchos autores “una de las partes medulares de la reforma política [fue] el reconocimiento constitucional del papel de los partidos en el futuro inmediato del Estado mexicano”.[24]

			La fórmula electoral fue también adaptada a las nuevas circunstancias con la introducción de un sistema de representación mixto inspirado en el sistema alemán. Se modificaba la composición de la Cámara, ampliando el número de diputados a 400: 300 de ellos iban a ser electos por mayoría en un número igual de distritos electorales y los 100 restantes iban a ser electos por la vía proporcional a partir de listas regionales. Para tener acceso a la representación proporcional, era necesario haber conseguido 1.5% de la votación nacional y haber presentado candidatos en por lo menos 100 distritos uninominales. La reforma introducía también la figura de diputados de minoría en los Congresos estatales y de regidores de representación proporcional en los municipios de más de 300 mil habitantes. La modificación de la fórmula electoral seguía apoyándose en la dicotomía entre la mayoría política y las “minorías”, que había servido de sustento a la introducción de la modalidad de los “diputados de partidos” en la reforma de 1963. De hecho, la arena de la representación proporcional estaba virtualmente reservada a los partidos de oposición, puesto que ninguno con más de 60 diputados de mayoría relativa –es decir, el PRI– podía pretender a la representación proporcional.

			La reforma constitucional amplió también las atribuciones de la Comisión Federal Electoral al concederle la facultad de otorgar (y retirar) el registro a los partidos políticos. Su composición se amplió para incorporar en su seno, al lado de los representantes del gobierno, de los poderes y de los partidos con registro definitivo, a los representantes de éstos con registro condicionado, a quienes se les concedió voz sin voto en los asuntos de la comisión. La aritmética del dominio del PRI y del gobierno en la toma de decisiones no se vio afectada de momento, pero se consolidó el principio de colegialidad en las decisiones de la autoridad electoral. De la misma manera, los partidos tuvieron acceso a la representación en el Comité Técnico de Supervisión del Registro Nacional de Electores (RNE).

			Se mantuvo el principio de autocalificación de las elecciones por el Poder Legislativo incluso con la modificación de la integración del Colegio Electoral, de manera que incluía 60 presuntos diputados de mayoría y 40 diputados de representación proporcional.

			Por último, se esbozó un sistema todavía muy embrionario de nulidades y recursos y se introdujo el recurso de reclamación que permitía a la Suprema Corte investigar recursos violatorios al sufragio.[25]

			La aplicación y precisión de esas disposiciones constitucionales fueron especificadas en la LOPPE.[26] La nueva ley seguía estipulando, como las anteriores, los requisitos necesarios para el reconocimiento de los partidos en cuanto a su declaración de principios, programa de acción y estatutos. Esos requisitos reproducían una imagen formal y un tanto idealizada de lo que debía ser un partido político. Como ya se mencionó, se establecían dos vías de acceso al registro: la primera, la del registro definitivo, hacía más flexible la fórmula establecida en 1946 con la obligación de atestiguar la existencia de simpatizantes en la mayoría de los estados o distritos electorales; la segunda, la del registro condicionado, se apoyaba en los resultados electorales y obligaba a los partidos a obtener 1.5% de los votos en alguna de las elecciones federales. La no obtención de ese porcentaje mínimo de votos en dos elecciones consecutivas causaba la pérdida del registro. Los partidos que solicitaron su registro en el marco de la nueva ley optaron por la segunda vía.

			La ley definía de manera exhaustiva una serie de prerrogativas para los partidos, algunas de ellas presentes en la ley anterior y otras nuevas. Así, éstos tendrían acceso a la radio y a la televisión de manera permanente; recibirían apoyo para imprimir carteles y folletos para sus campañas, así como para realizar sus actividades editoriales; se vería garantizado el uso de los espacios públicos, y seguirían gozando de una serie de exenciones fiscales.

			Se reconocía también un nuevo tipo de organizaciones, las asociaciones políticas, cuyos requisitos de constitución eran mucho más laxos que los exigidos a los partidos. Dichas asociaciones podían participar en elecciones en coalición con partidos políticos con registro.

			La legislación consideraba también la formación de frentes políticos y coaliciones. En la práctica, la creación de coaliciones electorales era de difícil realización, puesto que implicaba la virtual subordinación de un partido a otro o la fusión de los institutos políticos coaligados en una nueva organización. Sin embargo, el tema era importante, sobre todo para las organizaciones de la izquierda mexicana que exploraban en esos años la posibilidad de crear una gran alianza. Cabe resaltar que, en ese campo, la ley seguía autorizando las candidaturas comunes, instrumento que había permitido en el pasado que el candidato del PRI recibiera el apoyo de partidos de oposición cercanos a él y que años después iba a favorecer la coalición opositora conocida como el Frente Democrático Nacional.

			Todas esas nuevas disposiciones, relacionadas con las condiciones de acceso al sistema de partidos y el apoyo a las actividades partidistas, demuestran el carácter incluyente de la ley, que buscaba favorecer la ampliación de los intereses representados en el sistema de partidos. No hay que olvidar, sin embargo, que esa inclusión se daba en el marco de una enorme asimetría entre la representación del partido en el gobierno (la “mayoría”, para retomar el lenguaje de la época) y los partidos de oposición, las “minorías”. A la vez, en la ley se podían apreciar los primeros efectos concretos del reconocimiento del carácter de “interés público” que la Constitución confería a esas organizaciones. El Estado asumía el compromiso de proveer un mínimo de medios de subsistencia a los partidos que lograran movilizar un cierto caudal de votos (1.5%). En el contexto del uso poco transparente de financiamiento gubernamental por el PRI, se trataba de una medida insignificante en términos financieros. No obstante, esa disposición creó un precedente que tuvo después un impacto importante en la democratización de la vida política del país y en la definición operacional de las relaciones entre los partidos y el Estado.

			La LOPPE especificaba también la ampliación del número de curules en la Cámara de Diputados y la aplicación de la nueva fórmula electoral. En sus orígenes, la adopción de un sistema de representación mixto constituía más una extensión del sistema de “diputados de partido” que una búsqueda real para aplicar el principio de la proporcionalidad. Así lo muestran los debates legislativos durante el proceso de adopción de la ley, debates en los cuales, como se ha dicho arriba, queda muy claro que se trataba de acomodar a las “minorías” sin poner en peligro la condición mayoritaria de la “mayoría”. Además, la pista de la representación proporcional fue pensada esencialmente para representar proporcionalmente a los partidos de oposición. Sin embargo, se creó una figura jurídica que perdurará en el tiempo y se volverá un ingrediente importante del sistema de representación democrático en México. Cabe resaltar que en 1977 la ley no definía precisamente el modo de asignación de los diputados de representación proporcional. Se preveían dos modalidades: una de porcentaje mínimo y otra de primera proporcionalidad cuya selección se haría por decisión de la Comisión Federal Electoral al inicio de cada año electoral. En ese momento, también se definiría el número de distritos regionales en los cuales se iban a presentar las listas de diputados a ser electos por la vía proporcional.

			Otro elemento importante de la ley concernía a la naturaleza y las atribuciones de la autoridad electoral. La LOPPE preservó la influencia que ejercía el Poder Ejecutivo en la Comisión Federal Electoral (CFE), a la vez que empezó a introducir restricciones a sus acciones. La ley reconoció la personalidad jurídica propia de la CFE, lo que le permitió gozar de recursos propios para llevar a cabo sus actividades administrativas. Se ampliaron considerablemente sus atribuciones al darle la facultad de otorgar o negar el registro a los partidos políticos, de proceder a la insaculación de los miembros de las comisiones electorales locales, de controlar y asignar las prerrogativas de los partidos, de avalar los convenios de fusión y coaliciones entre partidos, de establecer los lineamientos de actualización del padrón de electores y de seleccionar la fórmula que rige la elección proporcional. En vez de crear un organismo autónomo lejos de la influencia del Poder Ejecutivo, como lo exigían y siguieron exigiendo los partidos de oposición, la LOPPE sentó las bases de una agencia electoral moderna y con funciones cada vez más especializadas.

			Finalmente, como ya se ha mencionado, la ley introducía un régimen de nulidades, recursos y sanciones en caso de irregularidades electorales. Si bien las leyes anteriores contemplaban causales para anular los resultados de anomalías en casillas y distritos, la LOPPE fue la primera en elaborar un incipiente sistema de lo contencioso electoral en el que se precisaban las causalidades de nulidad y se creaban escalones de impugnación. Dotaba así a los partidos de instrumentos para impugnar algunas irregularidades en los procesos electorales, sin necesariamente ofrecerles garantías jurídicas. Algunos autores ven en esas disposiciones embrionarias y poco eficientes las primeras bases para la construcción de un sistema jurisdiccional de impugnación electoral.[27]

			En síntesis, las reformas electorales de 1977 tienen que ser entendidas en la situación de profunda asimetría que caracterizaba las relaciones entre un partido predominante, el PRI, y los demás partidos de oposición. Esa situación se expresaba en el discurso de los legisladores por las reiteradas alusiones a la “mayoría” y las minorías”. No obstante, como se ha mencionado en el apartado anterior, la existencia de un sistema electoral que funcionara era esencial para la legitimación del régimen: protegía al Estado al establecer una intermediación en su relación con los grupos de interés y ayudaba a canalizar las tensiones políticas por la vía institucional. Las reformas de 1977 constituyeron el apogeo de un sistema electoral que buscaba la legitimación del régimen por la vía electoral y el control de la naturaleza y el tamaño de las fuerzas de oposición. Desde esa perspectiva se puede afirmar que instituyeron un mecanismo muy sofisticado de mantenimiento del predominio del partido de gobierno, combinado con una amplia diversificación de la representación política. El frágil equilibrio que suponía el mantenimiento de esa combinación estaba destinado a mediano plazo a inclinarse a favor de un incremento de la competitividad en el sistema de partidos y del fin de la situación de predominio. Por el momento, no dejaba de llamar la atención la capacidad del Estado para moldear la representación política. Veíamos en acción a un Estado jacobino que lograba adaptar sus instituciones para expresar la voluntad general en una peculiar unidad de la mayoría y de las minorías.

			Con la distancia histórica que procura el paso del tiempo, hay que reconocer el impacto de las reformas de 1977 en la consolidación de las bases del modelo de gobernanza electoral y del sistema de partidos mexicano contemporáneo. Las reformas permitieron sin lugar a dudas ampliar el espectro de la representación política y crear condiciones para el fortalecimiento de los partidos de oposición, aunque no se trató de un proceso automático. Establecieron prácticas de negociación entre fuerzas políticas en el marco de las instituciones estatales para definir las reglas de la competencia electoral, prácticas que tendrán un papel fundamental en el proceso de transición democrática posterior. Y confirmaron la esencia de un modelo de representación centrado en partidos cobijados por el Estado. Si retomamos el concepto de path dependency utilizado por la escuela neoinstitucionalista para hacer la genealogía del actual modelo de representación mexicano, no cabe duda de que la reforma política de 1977 fue un momento de inflexión en su constitución.

			LOS ACTORES POLÍTICOS

			Hemos visto que en los años inmediatamente anteriores a las reformas, distintos grupos de la sociedad mexicana se movilizaron para hacer valer sus intereses y que el sistema de representación no lograba dar cabida a la pluralidad de intereses movilizados. Al mismo tiempo, a raíz de la represión del movimiento estudiantil de 1968 y de sus secuelas, así como de la insatisfacción con el estilo de gobernar del Presidente en turno, se pusieron en evidencia los rasgos autoritarios del régimen y creció el rechazo hacia ellos. Sin embargo, ese rechazo no se tradujo automáticamente en un incremento de las demandas de liberalización del régimen. Cabe recordar que, en la izquierda, si bien algunos sectores empezaban a valorar la importancia de la democracia parlamentaria, otros habían optado por buscar el cambio de régimen por la vía armada. En la derecha, el PAN, que había sido desde su creación el más constante defensor de la democracia electoral, atravesaba por un periodo de intensas tensiones internas en las cuales parecían prevalecer las tendencias favorables al abstencionismo. Desde luego, el PRI veía en las reformas un medio pragmático de resolver problemas de gobernanza y estabilidad política. La sociedad mexicana del momento era sin duda más plural. Sin embargo, no queda muy claro que los actores participantes en las reformas estuvieran profundamente convencidos de las virtudes de la democracia política. En el seno de sus organizaciones existían opiniones divididas en cuanto a los méritos de la democracia electoral. En el mejor de los casos, esos actores compartían la visión de que era preferible dirimir las diferencias políticas dentro de las instituciones del sistema político formal.

			En esencia, los argumentos desarrollados por el PRI en defensa de lo que iba a ser la propuesta de reforma del gobierno se inscribían en esa línea a favor de la estabilidad del sistema político. En su intervención ante el pleno de la Comisión Federal Electoral, el representante del PRI, Carlos Sansores Pérez, justificaba la necesidad de reforma con base en la obligación de consolidar la unidad democrática del pueblo mexicano:

			[…] abrigamos la certidumbre de que el pluralismo político, como realidad democrática, debe organizarse institucionalmente para que sea un factor de cohesión y no de disolución. Cuando existen en una sociedad inconformidades o discrepancias de opinión y no se ofrece a todos los disidentes la posibilidad de participar en la integración del poder ni en la toma de decisiones, se producen o la marginación voluntaria en el ejercicio de los derechos políticos o las formas ilegales de las luchas sociales.[28]

			La ponencia hacía una clara referencia a las elecciones de 1976 en las que el partido del gobierno se encontró solo ante sí mismo frente a la estrategia abstencionista de Acción Nacional y la ilegalidad de la acción política de las agrupaciones de izquierda, ya fueran por la vía cívica o la vía armada.

			Una vez más, allende los razonamientos sobre derechos y obligaciones en el Estado de derecho, la construcción de la argumentación del PRI, que se expresará también en los debates legislativos posteriores, se organizó en torno a la dicotomía entre la “mayoría” y las “minorías”. Ese discurso, además de reflejar claramente los límites de la apertura política, tenía por propósito convencer a sectores recalcitrantes del propio PRI de que el otorgamiento de derechos a la oposición no significaba ceder poder político. Como bien lo precisaba Carlos Sansores Pérez:

			[…] la mayor amplitud del cuadro general de las opciones electorales y del consecuente pluralismo político, de ningún modo deberá degenerar en un sistema en que las minorías desplacen en importancia a las mayorías. No se trata de desplazar el poder de decisión, que corresponde a las mayorías, a una suma de parcialidades minoritarias, pues esto conllevaría a desnaturalizar la democracia.[29]

			De allí se derivaba que

			[…] la autenticidad de la representación de las mayorías no es un problema político real. El verdadero problema es la no representación de las minorías que disienten de las mayorías […]  La nueva estructura representativa que llegue a establecerse no debe implicar, en modo alguno, un cambio en el sistema de votación uninominal por distrito para los diputados de elección por distrito para los diputados de elección mayoritaria.[30]

			La misma restricción se aplicaba, desde luego, al modo de escrutinio para la conformación del Senado y la elección del Presidente.

			Desde el inicio de la discusión sobre la reforma política, el PRI estableció los parámetros de lo que iba a ser el ofrecimiento legislativo del gobierno: la primera intervención de su representante ante el pleno de la Comisión Federal Electoral contenía la mayoría de los elementos que serían incluidos en la reforma constitucional y en la LOPPE. Desde una perspectiva de otorgamiento de derechos a la oposición y dada la naturaleza autoritaria del régimen, se trataba de un ofrecimiento generoso y pragmático que mostraba la capacidad del Estado de reaccionar ante una situación de crisis al ajustar el modelo de representación política.

			De todos los partidos políticos mexicanos, Acción Nacional era el que tenía, desde hacía más tiempo (1946), una visión más clara del horizonte deseable de reformas electorales. Sin embargo, en 1977 ese partido estaba sumido en una profunda crisis política que se había venido gestando desde finales de la década de 1960. Esa crisis oponía a los miembros de la agrupación que, ante el autoritarismo del régimen. Abogaban por una estrategia de abstencionismo electoral con los que de manera más pragmática buscaban ampliar su base de votantes. Los primeros privilegiaban acciones de crítica social y radical y educación democrática del pueblo sobre la participación en las estructuras electorales del gobierno.[31] Esa corriente se había impuesto por un leve margen en la decisión de no presentar candidato presidencial en las elecciones de 1976 y seguía dominando al partido en el momento de la discusión de las reformas de 1977. Esto explica en parte la actitud de oposición firme que adoptó Acción Nacional a lo largo de las discusiones de la reforma.

			De entrada, la reacción de Acción Nacional ante el anuncio de la intención de efectuar una reforma política fue ver una maniobra destinada a mantener el predominio del PRI. Ante el pleno de la CFE, su presidente, Manuel González Hinojosa, declaró: “la técnica electoral no representa ni el único ni el principal de los problemas de la vida política y de las posibilidades de una sociedad democrática en México. El problema fundamental es de voluntad política”.[32] Esa declaración en boca de un sucesor de Manuel Gómez Morín sorprende, pero marcó el tono de la participación de Acción Nacional en los debates. Si bien ese instituto político reconoció elementos positivos en la iniciativa de reforma, también se dedicó a denunciar las intenciones del gobierno.

			De manera específica, se opuso a la “estatización” de los partidos políticos, rechazó la introducción de los subsidios estatales a la actividad política, mantuvo su denuncia de la afiliación forzosa de los miembros de organizaciones gremiales al PRI y criticó severamente la inclusión del método de elección proporcional. Más allá de las convicciones políticas de los dirigentes del PAN en cuanto a las intenciones del gobierno, existía también la percepción de que la reforma estaba dirigida en contra de ese instituto político: en lugar de que el voto de protesta se canalizara principalmente por el intermedio de Acción Nacional, en el futuro se dispersaría entre un mayor número de partidos de oposición. El paso del tiempo mostró que se trataba de un cálculo político erróneo.

			No fue sino hasta enero de 1978 cuando Acción Nacional fijó su posición definitiva hacia la LOPPE, al declarar su nuevo presidente, Abel Vicencio Tovar, que ésta:

			[…] podía servir al PAN para que se encontrara con un sentimiento de orientación que fuera también la piedra angular de su reconstrucción interna. Propuso como lo habían hecho Gómez Morín y Christlieb antes que él, utilizar los instrumentos que les ofrecía el medio externo para afianzarse y, en este caso, sobrevivir a los efectos disruptivos de los antagonismos internos.[33]

			La historia electoral de las dos décadas siguientes mostró que se trató de una evaluación certera.

			Los partidos de la oposición cercana al PRI, el PARM y el PPS, mantuvieron, como era de esperarse, una actitud de participación constructiva en el debate. El PPS, que ya había mostrado en las discusiones de la reforma de 1963 tener un programa elaborado en cuanto a la vida electoral nacional, insistió en promover temas como: la posibilidad de reelección de diputados y senadores, la introducción de una fórmula electoral proporcional pura para la conformación de las dos cámaras del Congreso, la expedición de una credencial de elector, una mejor integración del pleno de la CFE, así como otros elementos que sí fueron incorporados a la reforma.

			Como quedó claro en las declaraciones iniciales del secretario de Gobernación y del Presidente, la principal destinataria de la reforma política era la izquierda mexicana. Se trataba de un ser político dividido en varias organizaciones que diferían entre ellas en materia de ideología, organización y estrategia. Todas ellas pretendían promover el cambio social, algunas por la acción revolucionaria civil o armada, otras por la vía cívica. La represión a la cual habían sido sometidos sus integrantes en el transcurso de las décadas anteriores había provocado en ellas una toma de conciencia y una resistencia a las acciones más despóticas del régimen, sin por tanto convencerlas de las virtudes de la “democracia burguesa”. Como bien lo expresa José Woldenberg:

			La reconversión de la izquierda mexicana a la democracia o su asimilación a la “vía electoral” no ha sido sencilla ni tampoco lineal. Aun antes de la reforma política, en su seno se dieron intensos debates con respecto al significado y el compromiso con la democracia. Ésos abarcaron un abanico de posiciones desde las que percibían la democracia como un nuevo instrumento de agitación en contra del orden autoritario o una fórmula de activismo político “hasta que estuvieran maduras las condiciones para la revolución” hasta las que veían la democracia como un fin en sí mismo y un ingrediente fundamental de la agenda socialista.[34]

			Aun así, las corrientes socialdemócratas eran minoritarias en la izquierda mexicana. En el momento del anuncio de la reforma política, varias organizaciones discutían desde tiempo atrás esquemas de unión de las fuerzas de izquierda que privilegiaban el activismo cívico. En 1976, a pesar de no tener registro, el Partido Comunista Mexicano (PCM) había participado de manera simbólica, una vez más, en la elección presidencial, pero esta vez lo hizo en coalición con el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) de filiación trotskista.

			Varias organizaciones de izquierda acudieron a las audiencias de la CFE. Entre ellas el PCM, el Partido Socialista de los Trabajadores (PST), el Partido Mexicano de los Trabajadores (PMT), el Partido Socialista Revolucionario (PRS), la Organización Unidad de Izquierda Comunista (UIC) y el Movimiento Acción y Unidad Socialista (MAUS). El partido que presentó la posición más elaborada fue el PCM. Se trataba de un partido que había atravesado por cambios importantes desde finales de los años sesenta, en parte como consecuencia de su propia evolución, en parte como respuesta a la represión del movimiento estudiantil de 1968. En los años sesenta había manifestado sus distancias con respecto a la Unión Soviética, y en la década siguiente había luchado por la democracia sindical en el medio universitario.[35] No es de sorprender que la posición expresada por su representante en las audiencias de la CFE, Arnoldo Martínez Verdugo, buscara conciliar democracia y socialismo: “La democracia política es el mejor terreno para que la sociedad dirima el tipo de régimen económico social que desea la mayoría.”[36] En su ponencia, el representante del PCM situaba la democracia parlamentaria en el campo más amplio de los derechos ciudadanos y pedía una amnistía general para los presos políticos. Sobre todo, formulaba una serie de recomendaciones muy detalladas referentes al funcionamiento del sistema electoral y al acceso a la representación política que no dejaban dudas en cuanto al compromiso de la dirigencia de esa organización con la democracia. Propuestas similares pero menos detalladas fueron formuladas por los representantes de las otras organizaciones de izquierda que participaron en las audiencias. Desde luego, todas ellas manifestaron un interés particular en las disposiciones relativas a la obtención del registro de partido.

			La participación de algunas organizaciones de izquierda en esas audiencias dejó claro que había un interés en incorporarse a la vida electoral institucional, aun si los debates acerca del significado y sentido de la democracia perduraron durante años en el seno de esas organizaciones. Sin embargo, “visto de manera retrospectiva, esas discusiones pasaron a ocupar un lugar importante cuando la izquierda tuvo la oportunidad de participar en el marco institucional como una opción electoral más”.[37]

			Esta breve revisión de la posición de una diversidad de actores con respecto a la reforma política resalta dos aspectos importantes del proceso. Primero, el carácter incluyente y colegiado de las consultas que, bien que mal, sentaron un precedente para futuros procesos de reforma de las reglas de la competencia electoral. Ese procedimiento se volvió después un elemento esencial de la negociación del cambio democrático en México. Segundo, a pesar de la incierta convicción democrática de los actores que participaron en el proceso, la dinámica propia de la reforma contribuyó a crear condiciones que permitieron el fortalecimiento de esa convicción.

			LOS EFECTOS DE LAS REFORMAS

			En cuanto a sus objetivos inmediatos, las reformas de 1977 tuvieron efectos positivos que se pudieron apreciar desde las elecciones legislativas de 1979, en las que compitieron siete agrupaciones políticas, incluyendo tres partidos que acababan de obtener su registro condicionado, cuatro asociaciones políticas habían también sido formalmente reconocidas y tres de ellas participaron en convenio con partidos reconocidos. En 1982, siete candidatos compitieron por la Presidencia de la República. En ese sentido, el objetivo de ampliar el abanico de opciones políticas se había cumplido. Aunadas a la Ley de Amnistía, las reformas electorales conseguían también canalizar las tensiones políticas hacia las instituciones del sistema político. De hecho, lo hicieron tan bien que en el futuro el eje del conflicto político se desplazará crecientemente hacia la arena electoral.

			Las reformas tuvieron también un impacto sobre la consolidación nacional de las organizaciones partidistas: de 1979 a 1985 la relación entre el número de partidos con registro (8.3) y el número de candidatos por distrito uninominales (7.8) fue casi de uno. Es decir, si en las elecciones de 1979 sólo tres partidos (PRI, PAN y PPS) presentaron candidatos en todos los distritos uninominales, en 1985 ocho partidos presentan candidatos en todos los distritos (PRI, PAN, PPS, PDM, PCM-PSUM, PST, PARM y PRT).[38] Parece también que la obligación de presentar listas de diputados plurinominales so pena de perder el registro desalentó las amenazas del PAN de boicotear esa fórmula electoral: el sistema logró desalentar el recurso de acciones antisistema.

			En cuanto a los resultados electorales, en 1979 el PRI retrocedió 11 puntos con respecto a las elecciones de 1976 que, como hemos visto, habían sido atípicas. El PAN no se recuperaba todavía de su crisis de 1976, al cosechar un nivel de votos inferior al de 1964; los beneficiarios del retroceso del PRI fueron los nuevos partidos de oposición. En 1982, el PAN consiguió remontar a un porcentaje superior sus niveles anteriores, en detrimento del PRI y de los demás partidos de oposición. Si bien el PRI vio disminuir de manera regular su porcentaje de votos, el nuevo sistema tenía la ventaja al multiplicar las opciones del elector de fragmentar los votos de la oposición. El frente en el cual el partido de gobierno tuvo más problemas a partir de 1982 fue en el de las elecciones estatales y locales en ciertos estados del norte. Sin embargo, es difícil atribuir el incremento de la competitividad electoral en esas regiones tan solo a los efectos de las reformas electorales de 1977. La protesta contra la situación económica del país y las decisiones presidenciales de nacionalizar la banca pesaron mucho en la llamada “insurrección electoral” en los estados del norte. En suma, las reformas permitieron la dinamización del sistema electoral, sin poner todavía en peligro el predominio del PRI. De todas maneras, el ligero pero constante declive del apoyo electoral al partido oficial obligó en 1986 a realizar ajustes a la Ley Electoral.

			Las reformas de 1977 dejaron, como ya se ha dicho, su huella en los principios que fundamentan el modelo de gobernanza electoral mexicano y sobre la conformación del sistema de partido. Primero, vinieron a confirmar y hacer operativo el papel del Estado en la organización de la representación política. No sólo ese Estado proveía los arreglos institucionales para mantener el predominio del PRI, sino que constituía también una garantía para la existencia y supervivencia de los partidos de oposición. Por razones distintas, se volvía un referente común a las distintas fuerzas políticas que buscaban contender en el mismo espacio institucional. En esas reformas se consagraba también la estrecha asociación entre los partidos políticos y el Estado, que se venía perfilando desde 1946. Con el reconocimiento del carácter de “interés público” de los partidos se establecía un pacto de derechos y obligaciones entre los primeros y el segundo. Ese pacto constituiría el principio y la base operativa sobre los cuales, más adelante, se desarrolló el generoso sistema de financiamiento y de acceso a los medios que caracteriza al modelo de gobernanza electoral mexicano. En ese sentido, tienen razón los que ven en las reformas de 1977 el momento de creación de un verdadero sistema de partidos: se pasó de una situación de “partido de Estado” a una de “Estado de partidos”. Ahora, a 40 años de distancia y más allá de la discusión sobre la democracia y el autoritarismo, valdría la pena interrogarse sobre la influencia que tiene ese pacto o arreglo en los problemas actuales por los cuales atraviesa este sistema.

			La relación entre el Estado y los partidos no es el único legado de las reformas de 1977. La fórmula electoral mixta que se adoptó en ese momento ha logrado, con modificaciones que la hicieron más competitiva, mantenerse hasta la fecha. Es interesante constatar cómo al filo de las reformas ha conseguido recuperar su sentido primero, es decir, transformarse en un instrumento para incrementar el grado de proporcionalidad en la representación política. En efecto, en el momento de su adopción en 1977 se trataba sobre todo de un artificio para adaptar la fórmula de “diputados de partido” a condiciones de mayor pluralismo. Ha sido sólo con las reformas posteriores como ha adquirido su carácter más universal. Llama la atención que la idea de representación proporcional parece haberse incrustado en la concepción que los legisladores tienen ahora de la representación política, lo que parece condenarnos a la permanencia de los gobiernos divididos.

			Finalmente, las reformas de 1977 sentaron las bases para la modernización y especialización de la instancia encargada de la preparación, organización y vigilancia de las elecciones, a la vez que introdujeron elementos para permitir la intervención del Poder Judicial en la vida electoral. Si es cierto que, 40 años después, es posible ver en esas disposiciones el inicio de una tradición institucional, no hay que perder de vista que no fue el producto de una evolución lineal y automática. Hubo más bien muchas luchas por la democratización del sistema. Lo que no deja de ser fascinante es cómo un Estado que podemos calificar de jacobino logró moldear los contornos de la representación política y cómo arreglos institucionales que fueron pensados para mantener una situación asimétrica de poder han pasado a ser parte de una nueva tradición democrática.
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